El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
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PENSIÓN DE JUBILACIÓN / RELIQUIDACIÓN OTROS FACTORES SALARIALES / COMPETENCIA DE LOS JUECES DEL CIRCUITO. / SE ORDENA LA DEVOLUCIÓN DEL EXPEDIENTE / “[P]ara evitar futuras nulidades se ordenará la devolución de la tutela al Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad. Esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene.”.

Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL: auto 124 de 2009.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SCS, auto de 26 de marzo de 2015, Rad. 76001-22-21-000-2015-00026-01 / auto del 30 de abril de 2010, MP. Arturo Solarte Rodríguez / auto del 5 de julio de 2011, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez / auto del 8 de febrero de 2013, MP. Arturo Solarte Rodríguez/ autos del 19 de agosto de 2014 y del 6 de febrero de 2015, MP. Margarita Cabello Blanco.

--------------------------------------------------------
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, diez (10) de noviembre de dos mil quince (2015)
Expediente No. 66001-22-13-000-2016-01034-00
El señor Carlos Arturo Urbina Gómez, actuando por intermedio de apoderado judicial, formuló acción de tutela contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –UGPP-.
La solicitud de amparo correspondió al Juzgado Segundo Civil del Circuito de la ciudad, que por auto del pasado 4 de noviembre declaró su incompetencia para conocerla en razón a que la Unidad demandada es una autoridad pública del orden nacional, por lo que del asunto deben conocer los Tribunales Superior del Distrito Judicial, Administrativo o el Consejo Seccional de la Judicatura.
Repartido nuevamente el asunto, correspondió a esta Sala.
Para resolver,    S E      C O N S I D E R A   :

Pretende la accionante se ordene a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social incluir en su pensión de jubilación todos los factores salariales determinados en el Decreto 1653 de 1977, de conformidad con lo ordenado por el Juzgado Cuarto Administrativo de Descongestión de Barranquilla.

Esa entidad es una unidad administrativa del orden nacional con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de acuerdo con los artículos 1° del decreto 575 de 2013 y 1.2.1.8 Decreto 1068 de 2015.
En esas condiciones, se trata de una entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional, de conformidad con lo dispuesto en el literal c) del numeral 2º del artículo 38 de la Ley 489 de 1998, según el cual, hacen parte del sector descentralizado por servicios las unidades administrativas especiales con personería jurídica.
La Corte Suprema de Justicia, en acción de tutela promovida por  Wilmar Javier Mena Palacios contra la Procuraduría Regional del Valle del Cauca y la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, de la que conoció la Sala Civil Especializada en Restitución de Tierras del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, declaró la nulidad de todo lo actuado y ordenó remitir el expediente a la Oficina Judicial de Cali, para ser repartido entre los jueces del circuito de esa ciudad. Al respecto dijo:
“1.- Es claro que el ataque bajo estudio se dirige contra la Procuraduría Regional del Valle del Cauca como receptora de la denuncia en comento (enero 19 de 2015) y la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social-UGPP como facultada para reconocer la pensión, ya que según el artículo 2º del Decreto 575 de 2013, ésta  

(…) tiene por objeto reconocer y administrar los derechos pensionales y prestaciones económicas a cargo de las administradoras exclusivas de servidores públicos del Régimen de Prima Media con Prestación Definida del orden nacional o de las entidades públicas del orden nacional que se encuentren en proceso de liquidación, se ordene su liquidación o se defina el cese de esa actividad por quien la esté desarrollando

La UGPP, por su parte, corresponde según el artículo 1º del Decreto 575 de 2013 a «una entidad administrativa del orden nacional con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público», lo que reafirma el conocimiento del resguardo por los jueces del circuito.

En un caso similar la Corte señaló

(…) De la solicitud de amparo emerge con claridad que el reclamo constitucional se centra en conductas atribuibles en forma exclusiva a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, por ser la competente para reconocer y administrar los derechos pensionales y prestacionales del actor…(…) De lo expuesto se colige que, conforme al artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, la competencia de la acción constitucional que se estudia está en cabeza de los jueces del circuito, por la calidad de la enjuiciada, esto es, por ser una autoridad del sector descentralizado por servicios del orden nacional (ATC de 8 de marzo de 2012, exp. 00231-01).

2.- En consecuencia, el presente asunto se encuentra viciado de nulidad por falta de competencia funcional conforme al inciso final del artículo 144 del Código de Procedimiento Civil, aplicable por remisión del artículo 4° del Decreto 306 de 1992.

3.- En cuanto a la potestad para decretar nulidades, esta Corte señaló que 

(…) hace suya la preocupación de la Honorable Corte Constitucional expresada en el auto 124 de 2009 (Exp. I.C.C.1404) sobre la imperiosa necesidad de evitar la dilación en el trámite de las acciones de tutela para garantizar su finalidad, eficiencia y eficacia, esto es, la protección efectiva e inmediata de los derechos fundamentales… Empero, no comparte su posición respecto a que los jueces ‘no están facultados para declararse incompetentes o para decretar nulidades por falta de competencia con base en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto del decreto 1382 de 2000’ el cual “…en manera alguna puede servir de fundamento para que los jueces o corporaciones que ejercen jurisdicción constitucional se declaren incompetentes para conocer de una acción de tutela, puesto que las reglas en él contenidas son meramente de reparto”… En efecto, el Decreto 1382 de 2000, reglamenta el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 relativo a la competencia para conocer de la acción de tutela y, por supuesto, establece las reglas de reparto entre los jueces competentes. Pero también, dispone directrices concretas para el conocimiento…Por otra parte, aunque el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad, sumariedad y celeridad, la competencia del juez está indisociablemente referida al derecho fundamental del debido proceso’…» (CSJ ATC de 13 de mayo de 2009, Rad.00083-01, ratificado el 29 de enero de 2015, exp. ATC306).

4.- Así las cosas, en razón a la calidad de las enjuiciadas, el Tribunal no tenía facultad para desatar el litigio en primera instancia y, por tanto, la Corte tampoco es la encargada de dirimir la apelación, por lo que la actuación surtida será invalidada y se enviará el expediente a los funcionarios que deben resolver el pleito.”

En consecuencia, para evitar futuras nulidades se ordenará la devolución de la tutela al Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad.

Esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1º Declararse incompetente para conocer de la acción de tutela propuesta por el señor Carlos Arturo Urbina Gómez contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –UGPP-.
2º Devolver el expediente al Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira.

3º Notifíquese esta decisión a la parte demandante por el medio más eficaz.
Notifíquese y cúmplase, 
La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

� Sala de Casación Civil, auto de 26 de marzo de 2015. MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez. Radicación n.º 76001-22-21-000-2015-00026-01.


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Dr. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. DR. Arturo Solarte Rodríguez; del 19 de agosto de 2014 y del 6 de febrero de 2015, MP. Dra. Margarita Cabello Blanco.
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